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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Henry Quintero    

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:



PENSIÓN DE VEJEZ – IBL – ACUMULACIÓN TIEMPOS DE SERVICIOS PÚBLICOS Y PRIVADOS - RÉGIMEN APLICABLE A LAS PERSONAS QUE SE ENCUENTRAN EN TRANSICIÓN - Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en precisar por medio de sentencias tales como las de 14 de junio de 2011, 31 de enero de 2012 y 22 de enero de 2013 radicadas con los números 43.181, 41.271 y 40.993 respectivamente, que las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la ley 100 de 1993 para ser beneficiarios del régimen de transición, se les aplicará el régimen al cual estaban afiliados a la entrada en vigencia del Sistema General en Pensiones, pues son aquellas normas las que necesariamente regulan la situación pensional de quien pretende beneficiarse del mencionado tránsito legislativo.
(…)
Tal y como se ve en la información suministrada en esos documentos, el señor Quintero como beneficiario del régimen de transición, no solamente le era aplicable el Acuerdo 049 de 1990, como lo determinó Colpensiones en la resolución Nº 115338 de 1º de abril de 2014, sino que se podía beneficiar del régimen pensional dispuesto en la Ley 71 de 1988 al haber hecho cotizaciones en el sector privado y también prestado servicios en el sector público.

Ese régimen pensional exige que sus afiliados hombres cumplan 60 años de edad y acrediten 20 años de servicios acumulados en ambos sectores; el actor cumplió la edad exigida el 24 de diciembre de 2011 y en toda su vida laboral acredita 1267 semanas entre cotizaciones y servicios en los sectores públicos y privado, que equivalen a 24,64 años; cumpliendo de esta manera con los requisitos previstos en ese régimen pensional, como correctamente lo estableció la a quo.

Así las cosas, se liquidará el IBL de los salarios devengados en toda la vida laboral del accionante, con el objeto de determinar si, como lo concluyó la falladora de primera instancia, le es más favorable al calculado por la Administradora Colombiana de Pensiones, quien en su momento únicamente tuvo en cuenta los salarios devengados en el sector privado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, treinta de octubre de dos mil diecisiete, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada e igualmente el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de abril de 2017, dentro del proceso que promueve el señor HENRY QUINTERO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00509-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Henry Quintero que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reliquide la pensión de vejez reconocida por la Administradora Colombiana de Pensiones debiéndosele reconocer un IBL de $998.553 al que se le debe aplicar una tasa de reemplazo del 90% y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar la diferencia pensional causada desde el 24 de diciembre de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 24 de diciembre de 1951, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; para la fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005 tenía cotizadas más de 750 semanas; por medio de la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014 se le reconoció la pensión de vejez por cumplir con los requisitos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y del Acuerdo 049 de 1990; en ese acto administrativo se le reconoció un IBL de $478.921 que al aplicarle una tasa de reemplazo del 78% arrojó una mesada pensional inferior al salario mínimo legal mensual vigente para el 2011, motivo por el que se le reconoció este valor como mesada pensional; el 20 de mayo de 2015 solicitó la reliquidación de la pensión, la cual fue negada a través de la resolución Nº GNR 218723 de 22 de julio de 2015, decisión que fue confirmada en resoluciones Nº GNR 204488 de 12 de julio de 2016; no obstante, en resolución Nº VPB 35543 de 12 de septiembre de 2016 se le aumentó la tasa de reemplazo del 78% al 87%; sin embargo, considera que debió reconocerse una tasa de reemplazo del 90% al tener cotizadas más de 1250 semanas; prestó sus servicios en el sector público, más precisamente en la alcaldía de Chinchiná en varios periodos entre el 30 de abril de 1987 y el 26 de junio de 1995; la entidad demandada omitió incluir en la reliquidación los salarios percibidos durante ese periodo, lo que implicó que se le reconociera un IBL inferior al que tiene derecho.
Al dar respuesta a la demanda –fls.76 a 82- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos planteados por el actor, menos los relacionados con que tiene más de 1250 semanas de cotización, que se le debe aplicar una tasa de reemplazo del 90%, que no se le tienen en cuenta los salarios devengados en el Municipio de Chinchiná y que tiene derecho a que se le reliquide la prestación, respecto de los cuales manifestó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Estricto cumplimiento a los mandatos legales”, “Prescripción” y “Buena fe”.

En sentencia 27 de abril de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Henry Quintero tiene derecho a que se le reliquide la pensión de vejez que le reconoció Colpensiones desde el 24 de diciembre de 2011, en consideración a que era viable el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, concluyendo que ésta le resulta más favorable, pues al liquidar el IBL de los salarios devengados en el sector público y privado en toda la vida laboral, arroja la suma de $847.893 para el 24 de diciembre de 2011, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75% fija una mesada del orden de $635.920.
Por lo expuesto, condenó a Colpensiones a reconocer y pagar por concepto de diferencia pensional causada desde el 24 de diciembre de 2011 hasta el 27 de abril de 2017, la suma de $5.525.137,82, suma de la cual se autoriza a esa entidad a descontar el 12% correspondiente a los aportes en salud.
Condenó también a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, sobre las mesadas que en su momento le reconoció esa entidad, por la tardanza en su pago, la cual fijó en la suma de $7.282.760,26

Inconforme con la decisión, la Administradora Colombiana de Pensiones interpuso recurso de apelación manifestando que esa entidad en sede administrativa le reconoció correctamente al señor Henry Quintero la pensión de vejez por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990.
Al haber resultado condenada esa entidad, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Tiene derecho el señor Henry Quintero a que se le reliquide la pensión de vejez reconocida por medio de la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014, en los términos fijados por la a quo?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

REGIMEN APLICABLE A LAS PERSONAS QUE SE ENCUENTRAN EN TRANSICIÓN.

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en precisar por medio de sentencias tales como las de 14 de junio de 2011, 31 de enero de 2012 y 22 de enero de 2013 radicadas con los números 43.181, 41.271 y 40.993 respectivamente, que las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la ley 100 de 1993 para ser beneficiarios del régimen de transición, se les aplicará el régimen al cual estaban afiliados a la entrada en vigencia del Sistema General en Pensiones, pues son aquellas normas las que necesariamente regulan la situación pensional de quien pretende beneficiarse del mencionado tránsito legislativo.

EL CASO CONCRETO

Por medio de la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014 –fls.19 a 21- la Administradora Colombiana de Pensiones le reconoció al señor Henry Quintero la pensión de vejez a partir del 24 de diciembre de 2011, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, al determinar que él cumplió con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990.

En efecto, como se ve en la copia de la cédula de ciudadanía –fl.59- el señor Henry Quintero nació el 24 de diciembre de 1951, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 42 años de edad y al observar la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.8 a 12 del cuaderno de 2ª instancia- y el certificado de información laboral emitido por el Municipio de Chinchiná –fls.45 y 46- se evidencia que para el 29 de julio de 2005, fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005, él tenía acreditadas 1267 semanas de cotización y servicios entre el sector público y privado, lo que le permitía beneficiarse del régimen de transición hasta el 2014.
Tal y como se ve en la información suministrada en esos documentos, el señor Quintero como beneficiario del régimen de transición, no solamente le era aplicable el Acuerdo 049 de 1990, como lo determinó Colpensiones en la resolución Nº 115338 de 1º de abril de 2014, sino que se podía beneficiar del régimen pensional dispuesto en la Ley 71 de 1988 al haber hecho cotizaciones en el sector privado y también prestado servicios en el sector público.

Ese régimen pensional exige que sus afiliados hombres cumplan 60 años de edad y acrediten 20 años de servicios acumulados en ambos sectores; el actor cumplió la edad exigida el 24 de diciembre de 2011 y en toda su vida laboral acredita 1267 semanas entre cotizaciones y servicios en los sectores públicos y privado, que equivalen a 24,64 años; cumpliendo de esta manera con los requisitos previstos en ese régimen pensional, como correctamente lo estableció la a quo.

Así las cosas, se liquidará el IBL de los salarios devengados en toda la vida laboral del accionante, con el objeto de determinar si, como lo concluyó la falladora de primera instancia, le es más favorable al calculado por la Administradora Colombiana de Pensiones, quien en su momento únicamente tuvo en cuenta los salarios devengados en el sector privado.
Como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, le resulta más favorable al demandante el IBL calculado con los salarios devengados en toda su vida laboral en ambos sectores, pues el mismo asciende a la suma de $842.080 que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75% arroja una mesada pensional para el 24 de diciembre de 2011 del orden de $631.560, la cual es levemente inferior a la fijada en el curso de la primera instancia que lo fue de $635.920, pero superior a la calculada por Colpensiones en la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014 –fls.19 a 21- realizada únicamente con el promedio de los salarios devengados en el sector privado, al haber aplicado el régimen pensional previsto en el Acuerdo 049 de 1990.
Bajo esos parámetros, como se ve en la siguiente tabla que también hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tiene derecho el actor a que se le reconozca por concepto de diferencia pensional causada entre el 24 de diciembre de 2011 y el 30 de septiembre de 2017, la suma de $5.500.731, a la cual se le deberá descontar el 12% correspondiente a los aportes en salud, como lo determinó el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, advirtiendo que las obligaciones causadas no se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción.
Ahora bien, como la Administradora Colombiana de Pensiones tiene la obligación de modificar la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014, en consideración a que la pensión que se le debió reconocer en su momento al señor Henry Quintero, es la de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988 y no la de vejez prevista en el Acuerdo 049 de 1990, equivocada resultó la decisión de la falladora de primera instancia, al condenar a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pues como ya lo ha dicho la Sala de Casación Laboral en reiteradas oportunidades, como en las sentencias SL6297-2014 del 7 mayo de 2014 rad. 45446, SL13076-2014 del 12 de agosto de 2014 rad. 55252 y SL4523-2015 del 15 de abril de 2015 rad. 49.533, ésta última con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Miranda Buelvas, los intereses moratorios contemplados por ese texto legal operan respecto de las pensiones disciplinadas por el Sistema de Seguridad Social en Pensiones consagrado por esa Ley y en aquellas que sean reconocidas con base en el Acuerdo 049 de 1990 que se otorguen en vigencia de la Ley 100 de 1993; por lo que al habérsele reconocido al señor Henry Quintero la pensión de jubilación por aportes, no había lugar a su reconocimiento.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales tercero y cuarto de la sentencia proferida el 27 de abril de 2017 y posteriormente se revocará el ordinal quinto de la misma, para en su lugar exonerar a la Administradora Colombiana de Pensiones de la pretensión encaminada a que se reconocieran los intereses moratorios.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“TERCERO. ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que modifique la resolución Nº GNR 115338 de 1º de abril de 2014, en el sentido de reconocer la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988 a partir del 24 de diciembre de 2011, en cuantía mensual equivalente a la suma de $631.560, la cual se obtiene luego de aplicarle el 75% de tasa de reemplazo al IBL obtenido que ascendió a la suma de $842.080.

CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor HENRY QUINTERO por concepto de diferencia pensional causada entre el 24 de diciembre de 2011 y el 30 de septiembre de 2017, la suma de $5.500.731.”.
SEGUNDO. REVOCAR el ordinal QUINTO de la sentencia recurrida, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de la pretensión encaminada a que se reconocieran a favor del actor, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida el 27 de abril de 2017.
Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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